
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / PREVIAMENTE HA DEBIDO REQUERIRSE AL JUEZ QUE PRESUNTAMENTE HA INCURRIDO EN MORA JUDICIAL.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)

En el caso de la mora judicial, tiene dicho la jurisprudencia que debe valorarse el presupuesto de la subsidiariedad en la medida en que, en principio, es dentro del proceso mismo que debe ventilarse la cuestión, valiéndose de los mecanismos que brinda la ley, entre ellos, que con antelación a una acción constitucional se requiera al juez ordinario el cumplimiento de los términos procesales. A ello se sigue que la demora en el trámite de un proceso, no solo debe ser real, sino producto de una desidia atribuible a la autoridad judicial respectiva. (…)
En el presente asunto, de las copias remitidas salta a la vista que el accionante ningún requerimiento le hizo al despacho judicial para que proceda como ahora exige…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril veintinueve del dos mil diecinueve  
Expedientes 66001-22-13-000-2019-00361-00
                                       
Acta N° 170 del 29 de abril del 2019  
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y el Procurador Delegado en acciones Populares, en la que aduce la vulneración de su derecho fundamental al debido proceso y a la que fueron vinculados Cafesalud E.P.S., sucursal Balboa – Risaralda, la Personería y la Alcaldía de la misma localidad y la Defensoría del Pueblo de Risaralda. 

ANTECEDENTES

Narra el accionante, que actúa en la acción popular 2015-223 donde la autoridad accionada “de manera renuente y con mora judicial no resuelve mi recurso presentado hace un messss” (sic); Respecto del Procurador, afirma que incumple su deber función, porque no interviene en la acción popular. 
  



Pide que se ordene a la autoridad encartada resolver inmediatamente todos los recursos en el término que dispone la ley; a la Procuraduría General de la Nación, que demuestre la gestión adelantada en ese proceso.  Además, invocó una nulidad y reclamó copias gratis de la actuación adelantada en la acción popular de marras y en esta acción de tutela.
  



Se dispuso el trámite pertinente con las citadas vinculaciones; del Juzgado accionado se solicitó la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para desatar los amparos. Así lo hizo.
Compareció el municipio de Pereira, por conducto de apoderado judicial y se atuvo a lo probado en este trámite.

La Procuradora 31 Judicial II para Asuntos Civiles de Bogotá, indicó que en caso de evidenciarse mora judicial, pero justificada, debe constatarse si resulta necesaria la protección de los derechos fundamentales del actor, previa valoración de las particulares circunstancias que se ventilen en el plenario. 
CONSIDERACIONES

  



Se recuerda que la acción de tutela, se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude en esta oportunidad el accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, por la mora que halla, en la resolución de un recurso que presentó en la acción popular que se estudia. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución.

  



En el caso de la mora judicial, tiene dicho la jurisprudencia que debe valorarse el presupuesto de la subsidiariedad en la medida en que, en principio, es dentro del proceso mismo que debe ventilarse la cuestión, valiéndose de los mecanismos que brinda la ley, entre ellos, que con antelación a una acción constitucional se requiera al juez ordinario el cumplimiento de los términos procesales. A ello se sigue que la demora en el trámite de un proceso, no solo debe ser real, sino producto de una desidia atribuible a la autoridad judicial respectiva. 

  



En la sentencia T-230 de 2013, quedó dicho que:

  


3.4.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las hipótesis de mora o de tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, esta Corporación ha tenido la ocasión de pronunciarse en varias oportunidades, en el sentido de señalar que la acción de amparo constitucional procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial, o en caso de que exista, se acredite por parte del accionante su falta de idoneidad
 o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente, en la Sentencia T-527 de 2009 se dijo que: “Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.” 

  


(…)

  


3.4.2.3. En todo caso, con el ánimo de preservar el carácter residual de la acción de amparo constitucional, la Corte también ha dicho que la procedibilidad de la tutela en los casos de mora judicial, exige que la persona afectada haya elevado una petición o solicitud al funcionario o despacho accionado, en la que pida la pronta resolución de su pretensión
. En el asunto sub-judice, las pruebas aportadas al proceso demuestran que la accionante instauró varios derechos de petición, en los que no sólo solicitó que se dé prioridad a su caso sino que se defina con prontitud el recurso de casación. Sin embargo, como se mencionó en el acápite de antecedentes, hasta el momento no se ha proferido sentencia que le ponga fin al proceso. 

 


Con fundamento en lo expuesto, se cumple con el requisito de subsidiaridad, en los términos previstos por la jurisprudencia de esta Corporación, pues –como ya se dijo– no existe otro medio de defensa judicial y, además, se impetró por la accionante varios derechos de petición con el propósito de impulsar el proceso. (Se destaca)




En el presente asunto, de las copias remitidas salta a la vista que el accionante ningún requerimiento le hizo al despacho judicial para que proceda como ahora exige; en efecto, dentro de aquel asunto se tramita actualmente una ejecución para el cobro de las costas procesales en favor del actor; allí, el aquí demandante, el 6 de marzo que pasó, radicó un escrito en el que hizo una serie de exigencias (p. 134, CD, f. 7), que fue resuelto el pasado 11 de abril (p. 137), durante el trámite de este resguardo.





No obstante, entre la fecha en que se radicó el memorial que se denuncia irresuelto y la interposición de este amparo, el 5 de abril, es inexistente alguna solicitud en el proceso orientada a que el Juzgado explicara por qué había omitido resolver el escrito, esa circunstancia, como acaba de repasarse en la jurisprudencia transcrita, contraría el presupuesto de subsidiaridad de la acción de tutela y estriba en la improcedencia de la misma; en ese sentido se declarará la presente. 

Es improcedente también la pretensión orientada a que se le suministren copias de la acción popular, porque no han sido solicitadas ante el Juzgado que se acusa, situación que también da al traste con el requisito de subsidiaridad de la acción de tutela (Num. 1° Art. 6° Dec. 2591/91) y aquella dirigida frente al Ministerio Público, porque no se acreditó que antes de acudir a este amparo, se le hubiese elevado alguna solicitud a la aludida autoridad.


  


Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.





Para aludir a la nulidad elevada por el accionante en su escrito introductorio, por cierto sin que se hubiera surtido ningún trámite, lo que por sí solo la lleva al fracaso, se le remite a las constancias de notificación que reposan en el cartulario, que dan cuenta de la citación a todos los interesados en este asunto, que son los intervinientes en la acción popular de marras, que se adelantó en el Juzgado accionado; por ello y ya que se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada.  




Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
, que se comparte.  
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y el Procurador Delegado en acciones Populares. 





Se absuelve a los demás intervinientes.

Se rechaza la nulidad invocada

Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
Ausencia justificada                 


      Aclaración de voto
� Sentencia C-543-92


� En la sentencia T-527 de 2009, se reconoció que a pesar de que el accionante tenía la posibilidad de solicitar la recusación de la autoridad judicial que había dejado vencer los términos para proferir sentencia en el desarrollo de un proceso penal, dicha alternativa procesal no era idónea frente al problema de mora judicial planteado por el demandante.


� Subrayado y sombreado por fuera del texto original. Recientemente, con el propósito de combatir la mora judicial, el artículo 9° de la Ley 1395 de 2010 adicionó un nuevo parágrafo al artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, referente a los términos para dictar resoluciones judiciales, con el siguiente tenor literal: “(…) En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal.


Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien proferirá la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. Sin embargo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo considera pertinente. El Juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar a la misma Corporación la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.


Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y especialidad, el proceso pasará a un juez itinerante o al de un municipio o circuito cercano que señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.


Para la observancia de los términos señalados en el presente parágrafo, el Juez o Magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley.” 


� Sentencia T-527 de 2009.


� CSJ, Rad. 66001-22-13-000-2018-00189-01, Auto del 12 de julio de 2018, M.P Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
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